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I. NOTA INTRODUCTORIA

Resulta paradójico que a pesar de la cada vez más sólida y cons-
tante relación comercial entre los Estados Unidos de Norteaméri-

3

*  Citado por Arce, Alberto G., Derecho internacional privado, 3a. ed., México, Ta-
lleres Linotipográficos de la Universidad de Guadalajara, 1961, p. 267.



ca y la República Mexicana, del intercambio permanente de bie-
nes y servicios entre ambos países, e incluso a pesar de la inmen-
sa afluencia de personas que ha ganado la fama de nuestras fron-
teras como una de las más transitadas en América; la protección
de los derechos adquiridos por sentencia ejecutoria en los Esta-
dos Unidos sea débil e incluso muchas veces ineficaz en México.

Este tema es precisamente uno de los ejemplos que demues-
tra que el derecho, en sentido abstracto, no siempre va al mismo
paso de la realidad nacional o internacional, se va quedando atrás
de tal manera que en ocasiones tratar de obtener justicia en una
situación determinada se convierte en un camino nuevo y pedre-
goso que debe irse forjando a muy alto costo. 

Por esta razón, cuando una persona requiere ejecutar una sen-
tencia estadounidense en México, necesita encontrar apoyo no
solamente en la experiencia respecto a cuestiones eminentemente
pragmáticas del derecho, sino también en los muchas veces mis-
teriosos y desconocidos aspectos teóricos que rodean la materia,
pues los obstáculos que generalmente impiden el reconocimiento
de una sentencia estadounidense surgen de la desarmonía y de las
contradicciones que existen entre la doctrina internacional y
nuestro derecho positivo.

Por ello, la finalidad de este ensayo es revisar los problemas
principales que se presentan cuando se intenta reconocer en Mé-
xico una sentencia proveniente de los Estados Unidos para deter-
minar cuáles de estos factores constituyen realmente un conflicto
y cuáles son sólo aspectos sui generis de un sistema jurídico dis-
tinto pero que no implican problema alguno y, para destacarlos,
se establecerán las diferencias básicas entre ambos sistemas de
homologación. En este contexto, se analizará la propuesta de con-
vención multinacional que sobre esta materia se está discutiendo
en La Haya, para determinar si ésta será un factor importante
para eliminar los conflictos que surgen entre ambos países en esta
materia o si está dejando fuera aspectos fundamentales para lo-
grar este propósito. 
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Finalmente, se revisará la figura del emplazamiento como el
principal conflicto entre ambas naciones y cómo ésta puede tras-
tocar en la práctica principios jurídicos fundamentales como la
garantía de audiencia, los derechos adquiridos y la cosa juzgada.
La propuesta que aquí encontrará el lector es concreta: cómo
erradicar del derecho positivo los conflictos que surgen cuando
se pretende homologar una sentencia estadounidense en México.

II. PERSPECTIVA GENERAL SOBRE LOS PUNTOS
EN CONFLICTO ENTRE LOS ESTADOS UNIDOS Y MÉXICO

EN MATERIA DE HOMOLOGACIÓN DE SENTENCIAS

Contrario a México, que es parte de varias convenciones in-
teramericanas sobre reconocimiento y ejecución de sentencias
extrajeras,1 los Estados Unidos nunca han sido miembros de al-
guna convención internacional en esta materia.2 Hace aproxima-
damente tres décadas intentaron llegar a un acuerdo bilateral con
el Reino Unido pero, a pesar de compartir la herencia de la rique-
za cultural y jurídica inglesa, no se logró el propósito.3 Este ante-
cedente adquiere una particular relevancia si se toma en conside-
ración que el sistema jurídico estadounidense derivó del inglés, y
aunque se fue amoldando a las instituciones propias de un Estado
federal y no adoptó como gobierno el sistema parlamentario, jurí-
dicamente todavía comparte con Inglaterra la doctrina del prece-
dente, fundamento del sistema del common law.4
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1 Entre las más importantes se destacan: la Convención Interamericana sobre Efica-
cia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeros (Montevideo, 1979),
y la Convención Interamericana sobre Competencia en la Esfera Internacional para la Efi-
cacia Extraterritorial de las Sentencias y Laudos Arbitrales Extranjeras (La Paz, 1984),
ambas publicadas en el Diario Oficial de la Federación, 1987.

2 Gordon, Michael W., et al, ‘‘Rendering and enforcing foreign judgments in Méxi-
co and the United States: a panel discussion’’, United States-México Law Journal, Estados
Unidos, vol. 2, Simposium 1994, p. 96.

3 Idem, y Lowenfeld, Andreas F., International Litigation and Arbitration, Estados
Unidos, West Publishing Co., 1993, p. 369.

4 Rabasa, Oscar, El derecho angloamericano, 2a. ed., México, Porrúa, 1982, pp. 34 y 35.



Este sistema inglés de common law o sistema de jurispruden-
cia, adoptado por los Estados Unidos, encuentra su base funda-
mental en los precedentes judiciales, totalmente en contraste con
el sistema civil, descendiente del derecho romano.5 Cuando un
tribunal, al resolver sobre un litigio, hace un pronunciamiento es-
pecial sobre un aspecto importante del caso, la sentencia dictada
se convierte en precedente obligatorio cuando ante dicho tribunal
u otros de inferior jerarquía se presenta otro litigio donde se con-
trovierta el mismo aspecto sobre el que ya se pronunció la autori-
dad judicial. ‘‘A esta institución se le denomina la doctrina del
precedente o stare decisis et non quieta movere, estar a lo decidi-
do y no perturbar lo que esté firme’’.6

Como dato cultural cabe mencionar que cerca del año de
1930 los Estados Unidos vivieron una época de constante elabo-
ración de estatutos y leyes codificadas, considerándose que el
promedio de leyes escritas en este país alcanza ya el de cualquier
nación europea de tradición civilista, lo que ha implicado un re-
planteamiento del common law ante la era de los estatutos.7

Al comprender entonces los profundos vínculos jurídicos que
unen a los Estados Unidos con Gran Bretaña, genera una gran in-
quietud el hecho de que ambos países no hayan logrado llegar a
un acuerdo sobre cómo reconocerían y ejecutarían las sentencias
civiles y comerciales dictadas por ellos. La razón fundamental de
este fracaso es que Gran Bretaña vacilaba en reconocer y ejecutar
sentencias basadas en reglas sustantivas exorbitantes, como aque-
llas que condenan al pago de punitive damages (daños punitivos
o de castigo ejemplar), que no contemplan los ingleses, y las su-
mas fabulosas que por este concepto los jurados americanos otor-
gan, especialmente en casos de product liability (responsabilidad
civil sobre productos).8
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5 Law Dictionary, 4a. ed., Estados Unidos, Gifis, Steven H., Barron’s, 1996, p. 88.
6 Rabasa, Oscar, op. cit., nota 4, p. 34.
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Los estadounidenses están conscientes de que por estas mis-
mas razones ningún país, incluyendo México, se ha aventurado a
firmar alguna convención con ellos sobre esta materia, y no son
pocos los autores que se preguntan qué ventajas pueden ya ofre-
cer a cualquier nación que llegue con ellos a algún acuerdo9 pues
de hecho las sentencias extranjeras actualmente se reconocen y
ejecutan con liberalidad en su país, a pesar de que ellos constan-
temente se quedan con las manos vacías cuando tratan de recono-
cer sus sentencias en el extranjero10 y hasta pueden contar dramá-
ticas experiencias al respecto.

Concentrándonos ahora en México tenemos que, además de
las razones por las que no quiso Gran Bretaña firmar un acuerdo
con los Estados Unidos, a nosotros nos han preocupado otros fac-
tores igualmente importantes comenzando por el hecho de tratarse
de un sistema jurídico totalmente distinto, el common law, ade-
más de la distribución de jurisdicciones, las normas procesales
del discovery11 y los usos sui generis como la fishing expedi-
tion12, la existencia de jurados, las condenas a enormes cantida-
des por punitive damages, las formas de emplazamiento y notifi-
cación que pueden ser por correo, etcétera.

Sin embargo, de todas las razones expuestas, sólo dos pueden
realmente constituir un problema cuando se solicite el reconoci-
miento y ejecución de una sentencia: la forma del emplazamiento
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9 Ibidem, p. 113.
10 Lowenfeld, Andreas F., op. cit., nota 3, p. 365, y Fastiff, Eric B., ‘‘The proposed

Hague convention on the recognition and enforcement of civil and commercial judgments:
a solution to Butch Reynolds’s jurisdiction and enforcement problems’’, Cornell Interna-
tional Law Journal, Estados Unidos, vol. 28, primavera de 1995, p. 471.

11 Procedimiento previo al juicio por medio del cual una parte obtiene información de
la otra; también se implica en este concepto la revelación que hace una de las partes sobre
hechos, escrituras, documentos y similares. Law Dictionary, op. cit., nota 5, pp. 146 y 147.

12 Es un uso en los tribunales norteamericanos que sirve para obtener información
más allá de lo que puede apreciarse en la demanda, se caracteriza por su carácter demasia-
do genérico y sin enfoque; se puede valer de interrogatorios bastante vagos y meras supo-
siciones para tratar de determinar la existencia de posibles aspectos que se ignoran total-
mente. Esta práctica a veces puede ser restringida. Black’s Law Dictionary, 6a. ed.,
Estados Unidos, Campbell Black, West Group, 1990, p. 637.



y las condenas por punitive damages, e incluso todavía en el caso
de los punitive damages, se trata más de una preocupación jurídi-
ca que de un auténtico problema de derecho positivo, pues la le-
gislación mexicana no hace mención o limitación alguna sobre
este aspecto en las condiciones que impone para reconocer una
resolución extranjera como se apreciará más adelante. Puede su-
ceder, sin embargo, en algún hipotético caso, que una condena de
grandes sumas de dinero por este tipo de daños pueda convertirse
ante los ojos del juzgador mexicano como algo contrario al orden
público porque en México no existen este tipo de condenas. En
tal hipótesis, el acreedor de una sentencia de esta índole debe es-
cudarse en la necesidad de que exista un fundamento jurídico
expreso para negar por ese motivo la homologación, pero el pro-
nóstico es incierto y en gran medida se debe a los conceptos de-
masiado vagos y amplios como lo es el de orden público.

El resto de los factores mencionados no debe ser motivo, en
lo absoluto, para negar la homologación de una resolución ju-
dicial estadounidense. El que México no comparta el sistema de
common law, ni desarrolle sus juicios ante jurados, ni cuente con
un proceso probatorio siquiera similar al estadounidense, no debe
dar lugar a pronunciamiento alguno en el proceso de homologa-
ción. Además, nuestro Código Federal de Procedimientos Civiles
(CFPC) dispone que no será impedimento para la aplicación del
derecho extranjero que el derecho mexicano no prevea institucio-
nes o procedimientos esenciales a la institución extranjera aplica-
ble,13 y con mayor razón esta norma debe regir en los procedi-
mientos de homologación.

De la misma manera, los Estados Unidos no habrán de sorpren-
derse cuando un mexicano trate de reconocer allá una sentencia de-
rivada de un procedimiento judicial que no incluyó jurados, ni me-
canismos de prueba como los suyos, y que además deriva de leyes y
códigos más que de precedentes. Por lógica histórica y jurídica no
debe siquiera imaginarse que deba existir coincidencia absoluta
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de sistemas y formas para que una resolución sea reconocida
como válida, ya que el reconocimiento debe otorgársele como
muestra de elemental respeto al país que lo solicita, a la sentencia
como cosa juzgada y a la autoridad judicial que la dictó. 

Reconocer y ejecutar sentencias de otras naciones implica
una visión más atenta del propio derecho y del extranjero, exige una
imparcialidad a la que no estamos acostumbrados porque quizá
se cede un poco de soberanía en ello. Sin embargo, si una nación
civilizada busca que las sentencias dictadas por sus propios tribu-
nales conserven su validez en cualquier parte del mundo, estos
tribunales deben tener justa consideración a los derechos, usos y
costumbres de otras naciones civilizadas,14 lo que necesariamente
implica la homologación de las sentencias dictadas en otro país. 

III. PROCEDIMIENTOS DE HOMOLOGACIÓN

1. La tendencia estadounidense

Los Estados Unidos son activos partidarios de la idea de que
para que las sentencias dictadas por sus tribunales conserven su
validez en cualquier parte del mundo, éstos deben reconocer las
sentencias no pronunciadas por ellos, así, este país tiende a ho-
mologar las resoluciones extranjeras con más generosidad que
otras naciones.

Cuando una persona física o moral tiene la intención de lo-
grar en los Estados Unidos el reconocimiento de una sentencia
dictada a su favor, debe solicitarlo directamente al tribunal del
estado que tenga jurisdicción sobre los bienes de su contraparte.15

Aunque naturalmente existen diferencias en el marco jurídico de
cada uno de los cincuenta estados que integran el vecino país del
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14 Así lo sostuvo Joseph Story, ministro de la Suprema Corte de Justicia de los Esta-
dos Unidos de 1812 a 1845, citado por Lowenfeld, op. cit., nota 3, p. 381.

15 Hall, Christopher P., ‘‘Enforcement of foreign judgments in the United States’’,
International Law Practicum, Estados Unidos, vol. 10, otoño de 1997, p. 58.



norte, todos comparten la tendencia a homologar y ejecutar las
sentencias de los otros Estados de la Unión Americana y del ex-
tranjero.

Aproximadamente la mitad de los estados han adoptado la
ley modelo Uniform Foreign Money-Judgments Recognition
Act16 para este propósito. En 1962, la National Conference of
Commissioners on Uniform State Laws y la American Bar Asso-
ciation propusieron este instrumento con la finalidad de codificar
las reglas estatales que se habían venido aplicando en la mayoría
de los tribunales de los Estados Unidos.17 Así, esta norma abarca
cualquier sentencia patrimonial que sea final, definitiva y suscep-
tible de ejecutarse donde se dictó, aunque permite la existencia
simultánea de una apelación, ya sea pendiente o futura, en cuyo
caso la persona contra quien se pide la ejecución de la sentencia
tendrá que demostrarlo al tribunal para que este entonces suspen-
da el procedimiento de ejecución.18

Bajo esta norma, los casos por los cuales se puede negar el
reconocimiento de una sentencia extranjera son básicamente los
más elementales: si ésta fue emitida bajo un sistema que no ase-
gura la imparcialidad de los tribunales o procedimientos, al me-
nos de manera compatible con los requerimientos del debido pro-
ceso legal; si el tribunal de origen no tenía jurisdicción sobre el
demandado o para resolver el litigio; si la sentencia se obtuvo de
manera fraudulenta; si contraviene el orden público; si el deman-
dado no fue emplazado con suficiente tiempo como para permi-
tirle su defensa; si la sentencia presenta un conflicto con otra que
también es final y definitiva, y si el procedimiento del tribunal
extranjero fue contrario al acuerdo que en su momento tuvieron
las partes respecto a los mecanismos que emplearían para solu-
cionar su disputa.19
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16 13 U.L.A. (1986).
17 Lowenfeld, Andreas F., op. cit., nota 3, p. 391.
18 Uniform Foreign Money-Judgments Recognition Act  2,  6, 13 U.L.A. (1986).
19 Uniform Foreign Money-Judgments Recognition Act  4, 13 U.L.A. (1986).



Hasta 1991, los estados donde regía esta norma eran Alaska,
California, Colorado, Connecticut, Georgia, Idaho, Illinois, Iowa,
Maryland, Massachusetts, Michigan, Minnesota, Missouri, Nue-
vo Mexico, Nueva York, Ohio, Oklahoma, Oregon, Pennsylva-
nia, Texas, Virginia y Washington. En la década de 1990 a 2000,
Delaware, Florida, Hawaii, Montana, Nevada, Nueva Jersey,
Carolina del Norte, el Distrito de Columbia y el Territorio de las
Islas Vírgenes han incorporado dicha norma a su respectivo siste-
ma jurídico,20 lo que resulta un dato interesante para un país de
common law. El resto de los estados se rige básicamente por pre-
cedentes sobre esta materia como el del caso Hilton vs. Guyot.21

En este precedente quedó establecido que la única manera en
que un país puede ejecutar sus resoluciones en otro, es decir, más
allá de los límites de su soberanía, es en virtud de la comity of
nations (cortesía entre las naciones). Esta cortesía no implica una
obligación absoluta frente a otras naciones pero tampoco un mero
espíritu de buena voluntad, sino que es el reconocimiento formal
que un país permite en su propio territorio, a los actos legislati-
vos, ejecutivos o judiciales de otro. Es la expresión de entendi-
miento que hace una nación a otra y a sus deberes internaciona-
les, pero teniendo la debida consideración a los derechos de sus
propios ciudadanos y de otras personas que se encuentren bajo la
protección de sus leyes.22 Dada la sencillez y amplitud de este
fundamento, los jueces que aplican el common law tienden a ob-
servar, para normar su criterio, los mismos requisitos que la Uni-
form Foreign Money-Judgments Recognition Act. 
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20 Este dato puede apreciarse en el sitio de Internet: National Conference of Com-
missioners on Uniform State Laws, Introductions & Adoptions of Uniform Acts, ‘‘A few
facts... about The Uniform Money Judgments Recognition Act’’, http://www.nccusl.org/
uniformact_factsheets/uniformacts-fs-ufmjra.htm

21 Supreme Court of the United States. 159 U.S. 113; 40 L. Ed. 95; 16 S. Ct. 139
(1895).

22 El precedente Hilton vs. Guyot es comentado por Weintraub, Russell J., Interna-
tional Litigation and Arbitration, practice and planning, Estados Unidos, Carolina Acade-
mic Press, 1994, pp. 199, 200 y 206.



2. El sistema mexicano

Antes de analizar las exigencias de México para la homolo-
gación de una sentencia extranjera, resulta interesante incluir la
comparación realizada por Andreas Lowenfeld respecto a varios
países europeos. Este autor dice que algunos Estados, como Ale-
mania, requieren un tratado o prueba de que existe reciprocidad;
otros, incluyendo Francia, no hacen tal requerimiento. Bélgica se
reserva el derecho de revisar el fondo de la sentencia, y los Países
Bajos no ejecutan ninguna resolución extranjera si no existe tra-
tado. Por otra parte, Gran Bretaña puede reconocer incluso una
sentencia que se dictó sin la comparecencia del demandado en
circunstancias determinadas y, en opinión de Lowenfeld, los Es-
tados Unidos reconocen este tipo de sentencias igual que cual-
quiera donde sí hubo comparecencia de las partes, y asegura que
es el país más dispuesto a homologar y ejecutar resoluciones ex-
tranjeras.23

En México, el procedimiento que debe iniciar quien intenta
que se reconozca la sentencia que en su favor se dictó en los Es-
tados Unidos o en cualquier otra parte del mundo, es un incidente
de homologación y ejecución de sentencia extranjera,24 que debe
tramitarse ante el tribunal que tenga jurisdicción en el domicilio
de la parte contra la cual se pide la ejecución de la sentencia, o
sobre la ubicación de sus bienes patrimoniales.25

Cabe destacar aquí que cada estado de la República cuenta
con su propio código de procedimientos y la mayoría de ellos,
salvo Guanajuato y Tlaxcala por ejemplo, contienen disposicio-
nes específicas sobre reconocimiento de sentencias extranjeras,
inspiradas básicamente en el CFPC. En este caso, la cuestión de
cuál legislación aplicar, si la federal o la local, se dirime por la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dis-
pone que corresponde a los tribunales de la federación conocer de
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23 Lowenfeld, Andreas F., op. cit., nota 3, p. 368.
24 CFPC, artículo 574.
25 Ibidem, artículo 573.



todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten
sobre el cumplimiento y aplicación de las leyes federales o de los
tratados internacionales celebrados por México y que, cuando di-
chas controversias sólo afecten intereses particulares, el fuero lo-
cal o federal será a elección del actor.26

En virtud de que no existe un tratado entre los Estados Uni-
dos y México en materia de reconocimiento de sentencias, se an-
ticipa que el fuero correspondiente sería el local. Sin embargo, si
es el federal el que nos interesa, puede encontrarse apoyo en el
artículo 570 del CFPC, que dispone que las sentencias y demás
resoluciones jurisdiccionales extranjeras se cumplirán coactiva-
mente en la República ‘‘mediante homologación en los términos
de este código y demás leyes aplicables...’’, y al ser esto así, por
tratarse de la aplicación de una ley federal podría solicitarse di-
cho fuero de acuerdo con nuestra Constitución. Lo mismo sucede
si la disputa que dio origen a la sentencia que intenta homologar-
se en México es de índole comercial o involucró comerciantes,
pues en tal caso la legislación aplicable es el Código de Comer-
cio (CC), que es también una ley federal.

En virtud de que, como ya se comentó, la mayoría de las le-
gislaciones estatales están inspiradas en el CFPC respecto al re-
conocimiento de resoluciones extranjeras, a lo largo de este ensa-
yo se tomará como referencia tanto ésta como el CC para abarcar
las sentencias civiles y comerciales de carácter patrimonial. En
general, las sentencias extranjeras deben ser reconocidas en Mé-
xico en todo lo que no sea contrario al orden público,27 y podrán
tener fuerza de ejecución si cumplen con los requisitos previstos
en el artículo 571 del CFPC, cuyo contenido repite íntegramente
el 1347-A del CC.

El primero es que se hayan satisfecho las formalidades pre-
vistas en materia de exhortos provenientes del extranjero.28 Esto
significa que la solicitud de reconocimiento debe hacerse me-
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diante exhorto, que es una comunicación oficial del juez resolutor
a otro de igual categoría o equivalente que debe contener la peti-
ción de reconocer la resolución dictada y ejecutarla conforme a
las leyes mexicanas.29

Asimismo, debe cuidarse que en otros aspectos fundamenta-
les, como el emplazamiento al demandado si este residía en Mé-
xico, se hayan seguido estas formalidades,30 pues en caso de un
procedimiento que se siguió en rebeldía esta precaución será
un factor decisivo para otorgar el reconocimiento de la sentencia
o negarlo por encontrarse controvertida la garantía de audiencia.

La segunda condición es que dicha sentencia no haya sido
dictada como consecuencia del ejercicio de una acción real. La
redacción de este requisito resulta desafortunada e incluso obso-
leta, pues como señala Jorge Alberto Silva, ‘‘ha quedado aclarado
desde el siglo XIX que no existen las acciones reales, que en todo
caso, cuando la ley o los juristas emplean esta alocución se están
refiriendo a las pretensiones derivadas de los derechos reales’’.31

Respecto a dichas pretensiones, el mismo autor atribuye
competencia exclusiva ‘‘a favor del tribunal de la ubicación de la
cosa al momento de presentarse la demanda (forum rei sitae), por
lo que [...] tratándose de bienes inmuebles, la ejecución sólo que-
da a cargo de la autoridad de la ubicación de la cosa’’.32 Los tri-
bunales de Canadá, por ejemplo, no ejecutan sentencias extranje-
ras que resuelvan sobre bienes inmuebles ubicados dentro de sus
fronteras, ya que se sigue la regla general de que ningún tribunal
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29 Las formalidades de certificaciones y traducciones exigidas para los exhortos pro-
venientes del extranjero se encuentran en la Convención para Suprimir la Exigencia de
Legalización de los Documentos Públicos Extranjeros (La Haya, 1961), Diario Oficial de
la Federación, 1995.

30 En este caso, el emplazamiento debe realizarse de conformidad con la Conven-
ción Interamericana sobre Exhortos o Cartas Rogatorias (Panamá, 1975), Diario Oficial
de la Federación, 1980, cuya finalidad, además de la recepción de pruebas e informes del
extranjero, es la realización de actos procesales de mero trámite, como emplazamientos y
notificaciones.

31 Silva, Jorge Alberto, Derecho internacional sobre el proceso, procesos civil y co-
mercial, México, McGraw-Hill, 1997, p. 439.
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extranjero tiene jurisdicción para adjudicar derechos y títulos res-
pecto a inmuebles que no están localizados en su jurisdicción.33

Si la pretensión legislativa mexicana era consagrar el princi-
pio internacional de forum rei sitae, como el ejemplo canadiense,
el resultado es un tanto fallido. Para actualizar el precepto y eli-
minar su vaguedad, éste debe describir específicamente cuáles
sentencias no son susceptibles de reconocimiento en México,
pues su redacción nos remite directamente a la doctrina sobre ac-
ciones reales y personales, lo que puede dar lugar a interpretacio-
nes contradictorias.

El tercer requisito que el juez mexicano buscará en la resolu-
ción cuyo reconocimiento se solicita, es que la autoridad judicial
que resolvió el caso haya tenido jurisdicción y competencia para
hacerlo de acuerdo con las reglas reconocidas en la esfera inter-
nacional que sean compatibles con la legislación mexicana. Estas
reglas se encuentran contempladas en la Convención Interameri-
cana sobre Competencia en la Esfera Internacional para la Eficacia
Extraterritorial de las Sentencias Extranjeras,34 cuyo artículo 1o. en
términos generales se refiere a que el demandado, si es persona
física, haya tenido su domicilio habitual al momento de presen-
tarse la demanda en el territorio del Estado donde fue pronuncia-
da la sentencia; si es persona moral, que haya tenido su estableci-
miento principal o hubieren sido constituidas en dicho Estado; si
se trata de sucursales, filiales y agencias, que las actividades que
originaron la demanda y por tanto la sentencia se hayan realizado
en el país donde ésta fue dictada. 

El cuarto elemento a estudiar para otorgar la homologación
de una sentencia extranjera es que el demandado haya sido notifi-
cado o emplazado en forma personal con el fin de asegurar la ga-
rantía constitucional de previa audiencia y el correspondiente
ejercicio de sus defensas. Llama la atención la exigencia legislati-
va de que la notificación o emplazamiento deba ser realizado en
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forma personal, que significa que el actuario se entreviste direc-
tamente con el demandado para informarle del inicio del juicio en
su contra y entregarle los documentos respectivos. Si no lo en-
cuentra, después de haberse cerciorado de la autenticidad del do-
micilio, dará dicha información a alguna persona que ahí se en-
cuentre y que bajo protesta de decir verdad manifieste que lo
conoce.35

Con independencia de que se retomará este punto más ade-
lante por tratarse de uno de los más agudos y controvertidos en la
materia, resulta oportuno mencionar que la garantía de previa au-
diencia ha sido revestida de una serie de formalidades tendientes
a asegurarla por todos los medios. Sin embargo, no debe perderse
de vista que la regla de que la notificación o emplazamiento de-
ben ser personales es simplemente para asegurar que el demanda-
do tuvo conocimiento de la demanda oportunamente, de manera
que la prueba de que esto ha ocurrido debería ser lo realmente
importante y no el medio por el cual se notificó. 

El quinto requisito para obtener el reconocimiento en México
de una sentencia extranjera es que ésta tenga el carácter de cosa
juzgada en el país donde se dictó, o que no exista ningún recurso
ordinario en su contra. Es muy importante que antes de solicitar
la homologación de la resolución en México exista alguna certifi-
cación del tribunal resolutor o alguna constancia fehaciente de
que la contraparte en dicho litigio ya fue notificada de la senten-
cia y de que no promovió recurso alguno. Cabe agregar que en el
propio exhorto el juez requirente puede subrayar el carácter de
cosa juzgada de la sentencia que remita.

El sexto punto, que no debe dejar de atenderse, es que el litigio
que resolvió la sentencia referida no sea materia de otro juicio que
esté pendiente entre las mismas partes ante tribunales mexicanos.
Este aspecto naturalmente tiende a evitar el supuesto de que exis-
tan dos sentencias que resuelvan sobre la misma controversia.
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La séptima condición es que la ejecución de la sentencia no
resulte contraria al orden público en México. Este es un punto
que se presta a confusiones por el amplísimo espectro de posibili-
dades que irrumpen en nuestra imaginación con las palabras or-
den público pues, como dice Charles DuMars, hay tantas defini-
ciones de orden público como opciones y voluntades políticas,
aunque al menos se tiene la certidumbre de que ejecutar algo que
tuviese un propósito ilícito donde se dictó o donde se pide ejecu-
tar, o que violase derechos constitucionales sería contra el orden
público.36

Tamayo y Salmorán sostiene que el orden público no hace
referencia a normas legisladas sino que es una cultura jurídica, el
‘‘conjunto de instituciones jurídicas que identifican o distinguen
el derecho de una comunidad; principios, normas e instituciones
que no pueden ser alteradas ni por la voluntad de los individuos
[...] ni por la aplicación del derecho extranjero’’.37 Por otra parte,
Carlos Arellano considera que el orden público, en el contexto
del derecho internacional, ‘‘[e]s un remedio que impide la aplica-
ción de la norma jurídica extranjera competente, pues de aplicar-
se, provocaría un malestar social’’.38

Nuestra legislación también exige, como octavo requisito,
que la sentencia a homologar llene los requisitos para ser consi-
derada como auténtica. De nuevo tenemos aquí un concepto de-
masiado vago pero puede interpretarse que la exigencia va enca-
minada a asegurar, a través de sus aspectos formales, como
certificaciones, legalizaciones y traducciones oficiales, la autenti-
cidad de la sentencia. 

Finalmente, tanto el CFPC como el CC disponen, de manera
amenazante, que el tribunal podrá negar la ejecución de la resolu-
ción extranjera, aunque cumpliera con todos los requisitos ex-
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puestos, si se prueba que en el país donde se dictó no se ejecutan
sentencias en casos análogos. 

Esta condición de demostrar la reciprocidad resulta franca-
mente irreal y obsoleta porque no existe un sistema que registre
de alguna manera si otros países han sido recíprocos con México.
Por lo mismo, pretender que se presente una prueba donde no
haya existido reciprocidad es injusto pues seguramente habrá
otras ocasiones en donde sí haya existido pero que seguramente
no serán invocadas en el juicio, y si lo fueran, la tarea de rastrear-
las resultaría laberíntica. En todo caso, lo lógico sería pedir prue-
ba de que sí ha existido reciprocidad, como lo hace Alemania39 y
no al revés, aunque aún así debe abandonarse este criterio pues
como se ha comentado, no existe en México un registro destinado
a ello, que facilite y asegure la disponibilidad de estos anteceden-
tes. Además, tampoco se define qué tan análogos deberán ser los
casos en los que haya habido o no la reciprocidad. Si nuestro país
actualmente homologa las sentencias extranjeras es con base en
la cortesía internacional, no por reciprocidad, y admitirlo así en la
propia norma evitaría conflictos de interpretación y de aplicación.

IV. PROPUESTA INTERNACIONAL DE UNIFICACIÓN

DE SISTEMAS

1. Origen y propósito

En este punto, ya con una visión panorámica sobre los siste-
mas de reconocimiento de sentencias extranjeras, resulta oportu-
no revisar algunos aspectos fundamentales de la propuesta o bo-
rrador preliminar de la Convention on Jurisdiction and Foreign
Judgments in Civil and Commercial Matters (Convención sobre
jurisdicción y sentencias extranjeras de carácter civil y comercial,
en adelante Convención) que desde hace algunos años se está dis-
cutiendo en el seno de la Conferencia de La Haya sobre Derecho
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Internacional Privado.40 Esta es una organización multilateral
fundada en 1893 que sirve como foro de negociaciones para
asuntos jurídicos de índole civil y comercial.

El 5 de mayo de 1992, los Estados Unidos presentaron a di-
cha organización una propuesta de convención sobre el reconoci-
miento de sentencias judiciales extranjeras civiles y comerciales.41

Este acercamiento se hizo con la muy comprensible intención de
equilibrar el hecho de que por regla general los estadounidenses
reconocen las resoluciones de otros países pero difícilmente ellos
logran ejecutar sus sentencias en el extranjero, situación agravada
por el hecho de no ser parte en ninguna convención internacional
con este propósito.

Sin embargo, en honor a la verdad histórica, cabe mencionar
que éste no es el primer intento de lograr un acuerdo multinacio-
nal en la materia. Alberto G. Arce, treinta años antes de la pro-
puesta estadounidense de 1992, narraba: ‘‘El ensayo más impor-
tante para llegar a una convención colectiva sobre ejecución de
sentencias extranjeras, se hizo en la Conferencia de La Haya en
1925, que no llegó a conclusiones generales y solamente se atuvo
a la formación de un proyecto modelo’’.42

Y éste no fue el primer intento frustrado, en febrero de 1928
varios países americanos colaboraron en la creación de la Con-
vención sobre Derecho Internacional Privado o ‘‘Código Busta-
mante’’, en el marco de la VI Conferencia Internacional Ameri-
cana celebrada en La Habana, Cuba, que cubría básicamente
todos los puntos de la cooperación jurídica multinacional, inclu-
yendo aspectos sobre reconocimiento de sentencias extranjeras. A
pesar de la gran cantidad de naciones que ratificaron este Código,
el considerable número de reservas y declaraciones que muchas
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de ellos formularon,43 así como ‘‘la abstención de otros importan-
tes Estados, entre ellos los Estados Unidos y México, vinieron a
socavar su proyección internacional’’.44 Además de referencia
histórica, estos antecedentes deben servirnos de impulso para tra-
tar de evitar el mismo resultado en el esfuerzo que hoy se lleva a
cabo. 

La versión preliminar más actualizada de la Convención que
ahora se discute es del 30 de octubre de 1999, y establece que ten-
drá aplicación en asuntos civiles y comerciales, y que no deberá
extenderse, entre otros, a cuestiones de aduanas ni impuestos,
tampoco a testamentos y sucesiones, a la capacidad legal de las
personas, la propiedad conyugal y las obligaciones derivadas del
matrimonio, ni a asuntos que involucren seguro social, arbitraje y
mecanismos análogos, y tampoco a asuntos marítimos.45

Esta Convención, que lleva ya 8 años de discusión, estudios
y modificaciones, constituye un gran esfuerzo de la comunidad
internacional que activamente participa en su elaboración,46 ya
que se cubren básicamente todos los aspectos que pueden dar lu-
gar a controversia cuando se intenta homologar una sentencia.
Define sus alcances, la jurisdicción, incluyendo jurisdicción ex-
clusiva o causas excepcionales para declinar la misma, medidas
cautelares de protección, cuál es el procedimiento de homologa-
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ción, qué debe demostrarse en el mismo, e incluso abarca las sen-
tencias de daños punitivos. 

Hasta hoy, abril de 2000,47 el borrador de la Convención está
compuesto por 41 artículos, y cada uno define un aspecto en par-
ticular. Aunque analizar cada uno en este momento iría más allá
de la extensión y pretensiones del presente ensayo, resultan parti-
cularmente interesantes para este estudio los preceptos 28, 29 y
33, que tratan, respectivamente, de los casos que dan motivo a la
negativa de homologación, de los documentos que debe allegar
la parte que solicita el reconocimiento de la sentencia, y de las
condenas sobre daños.

2. Aspectos relativos al emplazamiento

El proyecto del artículo 28 de la Convención específica los
casos en que se puede negar la homologación de una sentencia.
Una de las hipótesis es que la demanda no haya sido notificada al
demandado con tiempo suficiente y en tal manera que le permita
preparar su defensa. La idea de asegurar en este instrumento in-
ternacional el respeto a la garantía de audiencia es sumamente
beneficiosa y acertada, sin embargo, la manera en como se ha es-
tablecido se presta a graves problemas de interpretación. En pri-
mer lugar habría que definir qué debe entenderse por tiempo sufi-
ciente, y qué elementos deben comprobar que la manera en que
le fue notificada fue la correcta, además cuál sería la manera. 

Este punto, sumamente delicado, se encuentra vinculado al
artículo 29 del proyecto de Convención, que establece que la par-
te que busca el reconocimiento o ejecución de una sentencia debe
presentar diversas pruebas, entre otras, la que demuestre que la
parte condenada fue notificada de una demanda en su contra, con
la que se inició el juicio que finalmente se resolvió por default o
como resultado de un procedimiento que se le siguió en rebeldía
por no haber comparecido. Tenemos pues, que no hay definición
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sobre los medios adecuados para probar el emplazamiento, y
tampoco se aclara si la interpretación de lo que debe entenderse
por un emplazamiento válido deberá hacerse conforme a los pro-
cedimientos del Estado requerido o del requirente. 

3. Aspectos relativos a daños

El artículo 33 de la Convención resulta sumamente interesan-
te, pues si actualmente existe el riesgo de que una sentencia esta-
dounidense no sea homologada en México, por encerrar una con-
dena económicamente muy alta en concepto de reparación del
daño o punitive damages, pudiendo alegarse que es contraria al
orden público, tenemos ahora la buena noticia de que la Conven-
ción contiene algunas precisiones al respecto.

El borrador de este precepto establece que cuando una sen-
tencia condene al pago de daños que no sean indemnizaciones
compensatorias, punitive damages por ejemplo, ésta deberá ser
reconocida por lo menos hasta el alcance de una indemnización
similar o comparable que se hubiera ordenado en el Estado donde se
solicita el reconocimiento. Esta disposición permite al juez respecti-
vo homologar la sentencia parcialmente en cuanto a este punto
pero sin entrar a valorar aspectos sustantivos de la sentencia.

Otra cuestión interesante derivada del mismo precepto, es que
si el deudor justifica ante el juez requerido que la condena por
daños, sean punitivos o compensatorios, resulta excesiva incluso
para el propio país donde se dictó la sentencia, la homologación
de ésta puede establecer el pago de una cantidad menor. Además de
que en la práctica esta disposición seguramente enfrentará pro-
blemas de interpretación, bajo su escudo se permite evaluar as-
pectos sustantivos de la sentencia, pues para justificar el exceso
de la condena debe entrarse al estudio de las pruebas y su valora-
ción, trastocándose entonces el principio de cosa juzgada. 

Parece innecesaria la inclusión de esta hipótesis en el artículo
33 de la Convención porque aunque trata de asegurar que siem-
pre exista equidad no debe perderse de vista que cuando se dicta
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sentencia sobre un asunto y ésta es final, es de elemental seguri-
dad jurídica respetarla como tal. Más que garantizar equidad, di-
cho aspecto resulta riesgoso y es un camino fácil para entorpecer
la homologación y ejecución de una sentencia. 

Otro punto relevante de dicho artículo 33 es que dispone que
bajo ninguna circunstancia el juez, ante quien se tramite el reco-
nocimiento, homologará la sentencia por una cantidad menor que
aquella que pudiera haber sido otorgada en su propio país en las
mismas circunstancias. Aquí también parece existir un punto
confuso, pues no queda totalmente claro si esto implica la facul-
tad de que dicho juez eleve la suma que fue impuesta por el otro
país en la resolución; y parece permitir también que éste entre al
estudio de la cosa juzgada para establecer si efectivamente las
circunstancias del caso extranjero hubieran dado lugar a una con-
dena mayor en su país.

Luego de haber revisado los sistemas de homologación de
sentencias extranjeras de los Estados Unidos y de México, con
especial énfasis en el de este último, pues el objetivo del presente
ensayo concierne fundamentalmente a la legislación mexicana,
tenemos que de todos los aspectos que emergen como posibles
conflictos al pretender reconocer una sentencia estadounidense
en nuestro país queda claro que el problema verdadero es la ma-
nera de emplazar al juicio que culmina con la sentencia cuya ho-
mologación se solicita. Por ello y porque, por lo visto, en el bo-
rrador de la Convención no se ha subsanado este aspecto, a
continuación me enfocaré al análisis del emplazamiento en am-
bos países.

V. EL EMPLAZAMIENTO COMO CONFLICTO SUBSISTENTE.
ANÁLISIS COMPARATIVO

Como se verá más adelante, hay países, como los Estados
Unidos, que permiten el emplazamiento y las notificaciones judi-
ciales por correo, en tanto que otros, como México, no lo hacen
así, y emplazar de esta forma es tanto como no haberlo hecho
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nunca, lo que trae como consecuencia que en México pueda con-
siderarse que la sentencia cuya homologación se solicita no sea
válida o al menos no sea aún definitiva.

El emplazamiento y las notificaciones están estrechamente
vinculadas con el debido proceso legal, tanto en México como en
los Estados Unidos, pues ambos países consagran la garantía de
audiencia en su derecho constitucional. El hecho de que los esta-
dounidenses permitan las notificaciones por correo certificado no
debe asustarnos ni tampoco crear erróneos prejuicios sobre su
manera liberal de notificar. Lo alarmante es que siendo éste uno
de los puntos más controvertidos en materia de reconocimiento y
ejecución en México de las sentencias del vecino país, y que ha
traído muchas veces como resultado que se niegue la homologa-
ción por este motivo,48 el proyecto de la Convención no contribu-
ya a definir cómo deben hacerse las notificaciones o cómo se en-
tenderán por correctamente hechas.

Como se mencionó en el capítulo sobre la homologación en
el sistema mexicano, tenemos que, con base en el CFPC, uno de
los requisitos que el juez requerido buscará en la sentencia cuya
homologación se le solicita es que el demandado haya sido em-
plazado en forma personal a efecto de asegurarle la garantía de
audiencia y el adecuado ejercicio de sus defensas.49 La regla ge-
neral mexicana es que el emplazamiento debe ser notificado per-
sonalmente en el domicilio del demandado,50 por lo que el empla-
zamiento por correo, usual en los Estados Unidos, no satisface el
concepto mexicano de notificación personal, y si la resolución a
homologar deriva de un procedimiento que se siguió en rebeldía
del demandado, existen muy serias posibilidades de que no se re-
conozca la sentencia.

Es pertinente exponer que el Código Civil Federal (CCF) se-
ñala que las situaciones válidamente creadas en las entidades de
la República o en un Estado extranjero conforme a su derecho
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deberán ser reconocidas.51 A simple vista podría denunciarse una
contradicción entre el CCF y el CFPC pues éste condiciona la re-
gla general expuesta en el primero, pero más bien parece tratarse
de una norma de carácter general comprendida en el código sus-
tantivo, cuyas excepciones se encuentran en el código adjetivo.

Por otra parte, el CC, en el capítulo relativo al arbitraje co-
mercial, sí permite las notificaciones por correo.52 Naturalmente
que aquí ya se está hablando de un terreno totalmente distinto,
como lo es el arbitraje, pero es interesante la distinción que en el
derecho mexicano se hace y las modalidades que puede adoptar
la protección al derecho de audiencia que, aunque se trate de ar-
bitrajes, no deja de ser una garantía constitucional. En el mejor
de los casos, el precepto del arbitraje, incluido en el CC, es un
precepto vanguardista que genera optimismo sobre los alcances
del derecho mexicano pero plantea preguntas sobre si realmente
el emplazamiento por correo es inválido pues nosotros mismos lo
estamos permitiendo en los arbitrajes comerciales. Aquí hay algo
de incongruencia pues la garantía de audiencia sigue siendo la
misma, ya sea dentro de un procedimiento arbitral, civil, comer-
cial, laboral o de cualquier otra materia.

Volviendo a los puntos eminentemente judiciales, la exigen-
cia del CFPC y del CC, en el sentido de que se demuestre que el
demandado fue emplazado de manera personal, se presta a serias
controversias, especialmente si el juicio se desarrolló en rebeldía,
y todavía más complejo pero real: si el demandado argumenta en
México que se violó su garantía de audiencia previa porque el co-
rreo no es un medio de emplazamiento. Esta situación, que ya se
está repitiendo en los juzgados mexicanos, constituye un predica-
mento para el juez a quien se le pide la homologación, pues debe
decidir entre la garantía de audiencia que aparentemente se vul-
neró en contra del demandado, sin mayor prueba que su palabra,
y el respeto a la sentencia dictada como cosa juzgada y a los de-
rechos que por virtud de ésta ya adquirió la parte ganadora.
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Al juez al que se sometió la solicitud de homologación se le
presenta una sentencia que es ya cosa juzgada y que, como tal,
significa que ya es obligatoria para las partes y para todos los jue-
ces. Sin embargo, la legislación aplicable le indica que debe revi-
sar el procedimiento, lo que ya genera un conflicto, pues la cosa
juzgada implica que sea tomada como la verdad final sin que sea
posible entrar a inspeccionar en sus entrañas sustantivas o adjeti-
vas. Quizá esta afirmación pertenece al reino platónico de las
ideas, y muy probablemente en la realidad los jueces que van a
homologar una sentencia sí hacen una revisión de la misma para,
por ejemplo, poder constatar que no fue obtenida por medio de
fraude o que el juzgador que la dictó tenía jurisdicción. Pero
cuando al juez se le indica que el emplazamiento al juicio de ori-
gen debe ser personal y él encuentra constancias de que fue por
correo, y además así lo invoca a su favor el demandante, es nece-
sario retomar la naturaleza de lo que es la cosa juzgada y la serie-
dad de los derechos que en su favor se consignan, pues negar la
homologación por esta circunstancia parece un sacrificio que no
tiene razón de ser.

Una vez terminado un litigio que se ha seguido cautelosa-
mente en todas sus etapas, que ha sido dirigido por un juez que,
como tal, tiene la investidura honorable que le otorga el estricto
apego a la ley que aplica, surge la cosa juzgada. Giuseppe Chio-
venda, al analizar la naturaleza de la cosa juzgada, llega a la con-
clusión de que ésta encierra la preclusión de cualquier argumento
en contra de la misma, ésta debe quedar firme como una roca:
‘‘Precluidas, pues, todas las cuestiones alegadas o que se hubie-
ran podido alegar, se produce la cosa juzgada, es decir, la afirma-
ción indiscutible y obligatoria para los jueces de todos los juicios
futuros, de una voluntad concreta de ley, que reconoce o desco-
noce un bien de la vida a una de las partes’’. Sostiene Chiovenda
que esta preclusión, esta imposibilidad de volver a estudiar o dis-
cutir el asunto, es la base eficaz de la cosa juzgada y es el medio
jurídico que garantiza al vencedor los derechos que adquirió en la
sentencia, es el reconocimiento judicial al goce que éste tiene res-
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pecto a dicho derecho, ‘‘[c]ontiene, la cosa juzgada en sí la pre-
clusión de toda discusión futura’’.53

La cosa juzgada implica el nacimiento de un derecho en fa-
vor de la parte vencedora, no se trata un derecho en potencia sino
de uno ya adquirido, el vencedor ya es titular del mismo,54 y si
bien el derecho que se adquiere no es absoluto, porque si así lo
fuera no necesitaría el reconocimiento de jueces con otras juris-
dicciones, su valor radica en que emana de una cosa ya juzgada,
por lo que debería ser reconocido en cualquier Estado de derecho
con independencia del país donde haya sido dictada. 

El reconocimiento de estos derechos puede dar lugar a conflic-
tos de interpretación respecto de cuáles deben reconocerse y bajo
qué circunstancias, dónde se adquirieron y por qué motivo, para qué
y con qué fundamento, pero también es cierto, como dice Haroldo
Texeiro, que el reconocimiento a éstos ‘‘da resultados fecundos, jus-
tos y equitativos, facilitando efectivamente la continuidad temporal
y espacial de la vida humana’’.55 El mismo autor sostiene la idea de
que ‘‘[e]l principio del reconocimiento de los derechos adquiridos
en el extranjero es el acatamiento de una relación de vida, necesaria
a la expansión de la persona humana en el espacio’’.56

El juez al que se le solicita la homologación debe normar su
criterio en el justo valor de estas ideas, pero también el legislador
para evitar redactar disposiciones confusas que atentan contra la
naturaleza de instituciones jurídicas tan fundamentales como lo
es la cosa juzgada, res iudicata inter partes et non secundum
eventum litis. Nuevamente se invoca aquí a Chiovenda: ‘‘La obli-
gatoriedad de la cosa juzgada afecta al juez de los procesos futu-
ros; las partes en los procesos futuros pueden alegar y probar la
cosa juzgada precedente para excluir una nueva’’.57
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55 Idem.
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Es una necesidad imperiosa armonizar nuestra legislación
con este principio fundamental, pues no deben existir contradic-
ciones tan fuertes como éstas, no se debe llegar a la decisión de
determinar si vale más la cosa juzgada, el derecho en ella adquiri-
do o la garantía constitucional de audiencia, no es sano enfrentar
estos predicamentos. 

No debe perderse de vista que una de las funciones priorita-
rias del derecho internacional privado es solucionar conflictos de
leyes frente a determinadas situaciones, como la anteriormente
planteada, por ello lo común, como sostiene Jorge Murillo, ‘‘es
que las normas del derecho internacional privado se encuentren
contenidas en las legislaciones internas de cada Estado’’.58 Por
esta razón, según Eduardo García Máynez, cuando un juez está
ante un conflicto de esta naturaleza y la legislación nacional care-
ce de normas adecuadas para resolverlo, tal juzgador tendrá que
colmar la laguna existente, y al hacerlo, su decisión tendrá im-
pacto en el derecho internacional privado,59 y así debe asumirlo. 

Es posible que el legislador, al requerir la evidencia de la no-
tificación personal en el juicio del que deriva la sentencia a ho-
mologarse, lo haya hecho con el propósito de evitar que se llega-
ran a reconocer sentencias provenientes de tribunales propios de
los Estados totalitarios donde pudiese dictarse una sentencia en
contra de alguien que no fue oído y vencido. Si ésta fue la inten-
ción original, la interpretación de notificación personal se ha lle-
vado ya demasiado lejos.

Ahora bien, volviendo al sistema estadounidense, el emplaza-
miento por correo certificado o registrado es una práctica admiti-
da jurídicamente60 y que, siendo así, en nada se distingue de la
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notificación que permite nuestro CC en materia de arbitraje.61

Entonces, debe considerarse que el emplazamiento estadouniden-
se tiene tanto valor jurídico y eficacia procesal como lo tiene el
emplazamiento mexicano, aunque aquí deba hacerse la curiosa
distinción de que éste sí se permite en arbitrajes comerciales pero
no en los juicios.

Por otra parte, en los Estados Unidos también la protección al
derecho de audiencia previa es una garantía constitucional que es
base del debido proceso legal,62 por lo que puede afirmarse que,
tanto ese país como México, consagran el mismo principio,63 y
entonces poco debieran importar los mecanismos que se utilicen
para garantizar su observancia, pues son propios de sus particula-
ridades y diferencias culturales, lo relevante es que cualquier me-
dio que utilicen tenderá a asegurar la garantía de audiencia. Ésta
es otra razón para estimar que el emplazamiento por correo, váli-
do en los Estados Unidos, también debería considerarse válido en
México cuando se solicita la homologación de las sentencias ex-
tranjeras que presentan esta particularidad que, dicho sea de paso,
son por lo menos la tercera parte. Por si no fuera posible dar por
hecho que al consagrarse la garantía de audiencia como parte del
debido proceso legal en los Estados Unidos se implican también
los mecanismos adecuados para asegurarla, ilustraré brevemente
que así sucede en la realidad. 

En el estado de Washington, por ejemplo, se establece que
las notificaciones deben ser personales, pero cuando no pueda la
diligencia razonablemente ser llevada a cabo de esta manera, se
autoriza la notificación por correo de primera clase a su dirección
de correo usual, que no debe ser la del lugar de trabajo.64
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De manera similar, el estado de Alaska distingue varios tipos
de emplazamiento según su Code of Civil Procedure,65 por ejem-
plo, el que se hace a no residentes dueños u operadores de vehí-
culos motores, el emplazamiento a residentes que abandonan el
estado después de un accidente, y el emplazamiento a prisioneros
del estado. Llama la atención que en el primero de estos ejemplos
el demandante o el abogado de éste deba realizar un affidavit (de-
claración jurada ante un juez o un notario público) sosteniendo
que el emplazamiento fue realizado por correo registrado, y deba
adjuntar el comprobante a su declaración y presentar posterior-
mente estos documentos al tribunal respectivo.

No quisiera dejar de llamar la atención hacia el ordenamiento
Federal Rules of Civil Procedure,66 que establece una serie de ca-
racterísticas que tienen que observarse en las notificaciones, in-
cluyendo también la posibilidad de hacerlas por correo de prime-
ra clase ‘‘u otros medios confiables’’. Esta frase refleja que al
parecer la confianza en el sistema de correos es un rasgo cultural
del vecino país, y como tal debe respetarse y no pretender que no
garantiza el derecho de audiencia. Jurídicamente, tenemos que se
admite el emplazamiento por este medio y hay que mencionar
que el mismo goza de popularidad entre los estadounidenses.67

Debe concluirse que el emplazamiento por correo es perfec-
tamente válido en los Estados Unidos y se encuentra regulado de
tal manera que garantiza el debido proceso legal asegurándole al
demandado la audiencia previa a que tiene derecho por mandato
constitucional. Si el emplazamiento en dicho país tutela los mis-
mos intereses que se protegen en el nuestro, no tiene sentido ne-
gar el reconocimiento de una sentencia estadounidense sobre la
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base de que el demandado no fue llamado a juicio de manera
personal.

Han existido casos en los que se ha negado la homologación
de una sentencia extranjera por esta razón. Esto ha traído conse-
cuencias fatídicas incluso cuando el abogado del demandado
compareció, porque se ha llegado al punto de considerarse en la
práctica judicial mexicana que el defecto en el emplazamiento no
puede convalidarse68 porque no existe un poder general para plei-
tos y cobranzas que demuestre que quien compareció era efecti-
vamente representante del demandado.

Aquí la confusión de conceptos, emplazamiento, representa-
ción, garantía de audiencia y cosa juzgada, atrajo fatídicos resul-
tados. Es visible que la permisibilidad de la legislación mexicana
para valorar el emplazamiento y trastocar la cosa juzgada se de-
rrame indebidamente sobre muchos otros puntos y causa que se
prejuzgue sobre el derecho estadounidense, pasando por alto la in-
vestidura de la cosa juzgada y de la autoridad judicial que la
dictó. 

Es imposible pretender que el emplazamiento y, además, la
personalidad en juicio en el vecino país del norte sean conforme
a la legislación mexicana pues, para empezar, en dicho país no se
estila acreditarla con poderes o documentos similares como se
exige en México. La appearance (comparecencia) se define en
derecho estadounidense como comparecer ante el tribunal como
parte en un litigio, ya sea en persona o por medio de un abogado.
De hecho, en los juicios civiles las partes normalmente no compa-
recen personalmente, sino a través de sus representantes legales.69

Si bien cualquier requisito respecto a la personalidad va más allá
de las condiciones que debe cumplir una sentencia extranjera
para surtir efectos en México, es necesario señalar que si la nor-
ma mexicana no permitiera estudiar la cosa juzgada en búsqueda
de la garantía de audiencia no se estaría ilustrando la situación
con estas hipótesis.
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VI. CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

1. Respecto a la Convención

La Convención, hasta donde se encuentra desarrollada, apa-
rentemente no solucionará el problema del emplazamiento, pues
cuando establece que la parte que busca la homologación de una
sentencia debe presentar pruebas tendientes a demostrar que el
demandado fue enterado de la demanda en su contra, no aclara
cómo puede ser dicha notificación. El juzgador entonces volteará
al derecho interno y se encontrará con los mismos obstáculos de
los que se ha venido hablando, aquellos que exigen que el empla-
zamiento al juicio extranjero haya sido personal.

Por ello, resulta imperativamente necesario que se asiente
claramente en el texto de la Convención cuáles emplazamientos
serán considerados como válidos o cuáles son las características
que se tomarán en cuenta para otorgarles valor jurídico. Otra op-
ción es que se reconozca de manera genérica la validez de los
mecanismos extranjeros de emplazamiento, tendientes a asegurar
la previa audiencia, siempre y cuando se demuestre que éstos se
realizaron cabalmente conforme a su propio marco jurídico. De
esta forma se comprenderían los usos legales estadounidenses de
emplazamientos por correo. 

Ocuparnos de una vez de este punto en conflicto podría evi-
tar la formulación de reservas o quizá incluso de protocolos adi-
cionales respecto de dicha Convención. Se puede anticipar que si
no se revisa oportunamente este aspecto, las reservas que formu-
larán los países que la están elaborando no serán pocas, y tampo-
co los problemas que ocasionará su interpretación cuando se in-
tente aplicar.

2. Respecto al derecho mexicano

Aunque a lo largo del presente ensayo se han vertido múlti-
ples conclusiones y opiniones, en este apartado se concentran las
propuestas específicas sobre los aspectos de nuestro derecho in-
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terno que deben revisarse en materia de reconocimiento y ejecu-
ción de sentencias extranjeras, particularmente las provenientes
de los Estados Unidos. 

Con independencia de las modificaciones o adiciones que se
lleguen a hacer al proyecto de Convención, debemos ocuparnos
de actualizar el derecho positivo mexicano pues, como se ha se-
ñalado, cuando no hay un estatuto internacional destinado a solu-
cionar algún conflicto o existiendo éste todavía surgen problemas
de interpretación o aplicación, es el derecho interno de cada país
el que debe subsanar las lagunas o deficiencias. 

En efecto, los conflictos derivados del tráfico jurídico, expre-
sión que agrada al internacionalista Leonel Pereznieto,70 bien
pueden ser subsanados con una adecuada reforma al marco jurí-
dico mexicano que se aplica en el procedimiento de homologa-
ción de sentencias extranjeras. Si no es posible por el momento
contar con una convención entre ambos países para establecer las
normas que deben tomar en cuenta para otorgar el reconocimien-
to y ejecución de sus resoluciones, donde, por ejemplo, se defi-
nan los aspectos relacionados con el emplazamiento, debemos
preocuparnos porque entonces estas normas queden claras en
nuestro derecho interno pues éste repercute en el ámbito interna-
cional.

Para ello, en la legislación aplicable, esto es, tanto en el CFPC
como en el CC, e incluso en los códigos procesales de los esta-
dos, debe quedar claro si se van a considerar como válidos los
emplazamientos hechos en el extranjero que se hayan realizado
por correo o por mecanismos diversos propios de otra cultura ju-
rídica cuando se solicite la homologación de una sentencia que
emana de un procedimiento que se siguió en rebeldía, o si defini-
tivamente se va a negar el reconocimiento por tal motivo, caso
que sería un retroceso muy grave. Naturalmente que esta aclara-
ción no debe extenderse a los emplazamientos hechos en México
respecto a juicios extranjeros, pues ya existen formalidades defi-
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nidas para esta hipótesis. El problema está en la valoración de los
emplazamientos realizados en el extranjero.

Ante la eventualidad de que el juez requerido enfrentase el
argumento del demandado en el sentido de que se violó en su
perjuicio la garantía de previa audiencia porque no fue emplaza-
do de manera personal, o alegue que no fue representado válida-
mente en juicio u otras razones, debe establecerse un sistema que
asegure y proteja la garantía de audiencia, pero también los dere-
chos que ya adquirió el acreedor de la sentencia, y no negar de
tajo el reconocimiento de la resolución extranjera. Tal sistema se-
ría una cristalización de la norma mexicana que establece que
cuando diversos aspectos de una misma relación jurídica estén
regulados por diversos derechos, éstos serán aplicados armónica-
mente.71

Para no negarse la homologación por los aspectos aludidos
debería contemplarse un mecanismo mediante el cual el juez re-
querido haga saber al requirente las alegaciones del demandado
para obtener de dicho juzgador respuestas y constancias sobre los
puntos controvertidos. La autoridad judicial que dictó la senten-
cia entonces comunicaría al juzgador requerido sobre si es dable
proceder o no a la homologación, pero es necesario que exista
constancia de que el juez extranjero tuvo conocimiento de lo que
alega el demandado y emitió algún pronunciamiento formal al
respecto, sea desestimando su decir u ordenando reponer el pro-
cedimiento, con la consiguiente devolución del asunto a los Esta-
dos Unidos.

Si aún permanece en la incertidumbre el hecho alegado por el
demandado respecto a su derecho fundamental de audiencia, o si
las normas extranjeras no permiten que se ordene reponer un pro-
cedimiento en este estado procesal, el juez requerido debería sus-
pender el incidente de reconocimiento y ejecución durante un
lapso determinado de tiempo, el suficiente para que el demanda-
do pueda recurrir la sentencia según los mecanismos de defensa
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extraordinarios previstos en el país donde se dictó. El procedi-
miento de homologación permanecería suspendido, pero no nega-
do irremediablemente.

De esta manera no se pone en entredicho la honorable inves-
tidura que todo juzgador debe imponer y se evita, además, que
una misma litis se ventile en dos jurisdicciones distintas. Asimis-
mo, se mantiene un respeto notable a la garantía de audiencia y al
debido proceso legal, al tiempo que se protegen los derechos ad-
quiridos por sentencia ejecutoria, y no se trastoca en lo absoluto
el principio fundamental de cosa juzgada, que debe permanecer
inamovible por tratarse de la verdad jurídica.
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